	Fecha
	29 de setiembre de 1952
	Sesión número
	51

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ADOLFO JIMÉNEZ JIMÉNEZ

	Recurrido: GOBERNADOR DE PUNTARENAS

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la restricción impuesta a su patente de hotel, que le impide explotarla en un local determinado, pese a orden judicial favorable.

	Respuesta del recurrido: Las autoridades se concretaron a ejecutar la orden del Juez Tercero Civil.

	Parte dispositiva
	Con lugar (no se justifica la actuación del Gobernador). VS de los Magistrados Guardia, Ramírez, Valle, Cordero y Acosta.


N° 51
Sesión ordinaria de Corte Plena celebrada a las catorce horas del día veintinueve de setiembre de mil novecientos cincuenta y dos, con asistencia de los Magistrados Guardia (Presidente), Elizondo, Ramírez, Valle, Baudrit, Valle, Ávila, Sánchez, Cordero, Fernández Hernández, Castillo, Trejos, Bejarano y Fernández Porras.
Artículo III
(Entran los Magistrados Monge y Acosta).
El señor ADOLFO JIMÉNEZ JIMÉNEZ, en memorial recibido a las 9 hrs. del 22 de este mes, interpone recurso de Amparo contra el Gobernador de la Provincia de Puntarenas, fundado en que esta autoridad, por resolución dictada a las 8 hrs. del 10 de setiembre en curso, prohibió que la patente de hotel de tercer clase extendida al recurrente, sea explotada en el local del “Unión Bar”, bajo cualquiera otra denominación que se le dé a ese local, con la salvedad de que el señor Jiménez podía establecer su hotel en otro local, previa autorización del Departamento de Sanidad de la Gobernación de aquella Provincia. Alega además, que al serle notificada dicha resolución, pidió que se declarara la nulidad absoluta de la misma, por cuanto el Gobernador no tiene facultades para prohibir el uso de una patente, que fue autorizada por el Juez Civil de Puntarenas; que el Gobernador, mediante resolución de las 16 hrs. y 30 minutos del dieciocho de este mismo mes, consideró que su anterior pronunciamiento no era apelable; que todo ese procedimiento del Gobernador es irregular y absolutamente nulo, porque este funcionario no tiene facultades de Tribunal para ordenar por sí y ante sí, que se prohíba el uso de una patente autorizada por resolución firme de una autoridad judicial; que la resolución que recurre viola los artículos 46 y 56 de la Constitución Política que garantizan la libertad de comercio y de trabajo; que no se explica cómo un Gobernador de provincia se erige por sí y ante sí como Tribunal, para burlar la resolución firme del Juez Civil de Puntarenas, cuyo Por Tanto dice: “Se revoca el Acuerdo Municipal apelado que es el número 13 de la sesión ordinaria número 111 celebrada a las diecinueve horas y treinta minutos del veinticinco de junio último, y en su lugar se resuelve: otorgarle al ciudadano Adolfo Jiménez Jiménez una patente de hotel de tercera clase para su negocio Hotel Unión Bar, sito en esta ciudad en casa de propiedad de Federico Poldes Koberg, mediante el pago de los respectivos derechos”…; que en acatamiento a esa disposición, el Gobernador por nota del 25 de agosto de 1952, N° 796, ordenó extenderle la patente, la cual pagó en Tesorería Municipal, por adelantado el tercer trimestre del corriente año, la suma de diecisiete colones y setenta y cinco céntimos, previo informe de la Oficina de Ingeniería Sanitaria de las 10 horas del 25 de agosto del presente año; que todo lo expuesto consta en el expediente que sin intervención del recurrente se levantó para dictar en su contra la resolución que motiva este recurso de amparo, de las 8 horas del 10 de setiembre actual. El propio día de recibido el memorial respectivo, el Secretario de la Corte envió telegrama al Gobernador de la Provincia de Puntarenas, haciéndole saber la presentación referida y sus fundamentos; ese mensaje termina así: “Mucho le estimaré informar en forma tan amplia como le sea dable, dentro del término de setenta y dos horas naturales, los motivos que justifiquen la medida; y enviar al propio tiempo todas las diligencias relacionadas con este asunto”. El señor Gobernador envió mensaje telegráfico el 23 de este mismo mes, manifestando que por correo se recibirían los documentos relacionados con el recurso. El día 25 siguiente se recibió una copia certificada de tales documentos, y el Secretario de la Corte le envió al dicho funcionario el siguiente despacho telegráfico: “Conforme le fue solicitado, mucho le estimaré, para resolver recurso de amparo de Adolfo Jiménez, remitir como lo ordena la ley, las diligencias originales relacionadas con este asunto. – Para lo que a Ud. convenga, permítome manifestarle que no se ha recibido debidamente el informe de ley solicitado”. El señor Gobernador, en telegrama del mismo día 25, manifiesta: “Ruego excusar nuestro lapsus involuntario. Por correo de mañana, bajo certificado, nos permitiremos enviar a esa Secretaría, las diligencias originales relativas al recurso de amparo interpuesto por Adolfo Jiménez contra resolución de esta Gobernación”. Llegaron tales originales, pero no vino el informe solicitado. La resolución del Juez Civil de Puntarenas, que el recurrente menciona, expresa: “Juzgado Civil, Puntarenas, a las catorce horas del dieciocho de agosto de mil novecientos cincuenta y dos… - RESULTANDO: … CONSIDERANDO: El suscrito Juez, con vista del Acuerdo Municipal apelado, no puede dejar de reconocer los altos fines morales que le inspiraron, tanto de parte del Señor Gobernador de la Provincia como de los honorables miembros de la Municipalidad Porteña. Esos móviles por ir en pos de un saneamiento cultural y moral de la colectividad son dignos de aplauso. Sin embargo, como los Jueces de Costa Rica no lo somos de conciencia sino de ley, ya que el respeto a la Constitución Política y a las Leyes fue el objeto del juramento prestado al asumir nuestras funciones, no queda otro camino más que examinar si el acuerdo venido en alzada se ajusta estrictamente a lo dispuesto por la Ley. Y en este aspecto, el citado acuerdo viola los artículos 46 y 56 de la Constitución, que garantizan la libertad de comercio y de trabajo, puesto que al apelante se le ha negado el derecho de ejercer esas actividades al negársele el otorgamiento de una patente para hotel. En estos autos no se ha demostrado por ninguna parte, con prueba fehaciente, que ese negocio se va a destinar a casa de prostíbulo, ni que en el mismo habitan gentes de dudosa conducta, ni que se hagan escándalos, ni que se practique el vicio. Es claro, que para esos males sociales, si se demostraren, existen sanciones legales, en la forma y vía que correspondan; pero la Municipalidad debe otorgar la patente de hotel a todo ciudadano porque es una actividad comercial garantizada por la Constitución, y no es a ella a quien compete sancionar las faltas que allí se pudieren cometer, sino a las autoridades respectivas. Por otra parte, si bien es digna de aplauso, repetimos, la intención saneadora del Municipio y del señor Gobernador, es de recomendar que tal actitud se hubiere adoptado de modo general, y desde un principio, con todos los negocios de índole semejante que existen en el Puerto. POR TANTO: Se revoca el Acuerdo Municipal apelado que es el número 13 de la sesión ordinaria número 111 celebrada a las diecinueve horas y treinta minutos del veinticinco de junio último, y en su lugar se resuelve: otorgarle al ciudadano Adolfo Jiménez Jiménez una patente de hotel de tercera clase para su negocio Hotel Unión Bar, sito en esta ciudad en casa de propiedad de Federico Poldes Koberg, mediante el pago de los respectivos derechos”… En las diligencias enviadas por el señor Gobernador, después de la solicitud del recurrente para que se le extendiera la patente ya ordenada expedir por el señor Juez Civil, aparece que el funcionario administrativo dictó la resolución que dice: “Gobernación de Puntarenas, a las quince horas del cuatro de setiembre de mil novecientos cincuenta y dos. Para mejor proveer, envíense estas piezas originales a la Comandancia de la Guardia Civil, para que, en razón de sus funciones, diga qué concepto le merece el negocio llamado ‘Hotel Unión Bar’ establecido en esta ciudad a nombre de don Adolfo Jiménez”. – Con tal motivo, los señores Comandante Primero de Plaza y de la Guardia Civil y Capitán Comandante Segundo de la propia Guardia, de la provincia de Puntarenas, en nota que a aquel le dirigen con fecha cinco del mes en curso, dicen: “En contestación a la consulta hecha por usted a esta Comandancia de la Guardia Civil para que digamos el concepto que nos merece el negocio llamado ‘Unión Bar’, pasamos a exponerle lo siguiente: desde nuestro ingreso a esta Comandancia como Primero y Segundo Comandantes respectivamente, hemos tenido continuas dificultades con este negocio, que es una casa de citas y en donde viven mujeres dedicadas a la prostitución, algunas de ellas menores de edad, como menor de edad también un hijo del dueño o arrendatario de este negocio, y quien atiende el mismo en ausencia de su padre, y a quien en repetidas ocasione hemos llamado la atención por permitir la permanencia del menor en ese lugar y a altas horas de la noche sin obtener ningún resultado positivo; la Policía Especial ha tenido que retirar en algunas ocasiones a menores de edad que, atraídos seguramente por las mujeres que en ese lugar viven, se han encontrado tomando licor en las mesas del interior del establecimiento, y a vista y paciencia del dueño o arrendatario, quien no hace la mínima objeción a que esos menores permanezcan en el citado lugar. Son innumerables las veces que la Guardia Civil ha tenido que llamarle la atención para que la puerta de este negocio permanezca cerrada, ya que en ella se estacionan las mujeres y sus amigos a cualquiera horas del día y de la noche, ofendiendo con esto el pudor y la decencia de los que por esa calle pasan, así como el de las familias que en el frente de este negocio viven; los escándalos entre marinos borrachos y las mujeres que ahí residen son frecuentes, y así como frecuente es la llegada a este lugar de los viciosos y traficantes de drogas heroicas. Por lo anteriormente expuesto, comprenderá usted, señor Gobernador, el concepto que este negocio nos merece, y el porqué de nuestra actitud para que esta clase de lugares desaparezcan de Puntarenas”. A las ocho horas del diez de este mes, el Gobernador de Puntarenas resolvió: “Prohibir que la patente de hotel de tercera clase extendida al señor Adolfo Jiménez Jiménez sea explotada en el local del Unión Bar, o bajo cualquiera otra denominación que se le dé a ese lugar. El señor Jiménez puede establecer su Hotel en otro local con previa autorización del Departamento de Sanidad y de esta Gobernación”. Al efecto consideró dicho funcionario: “Que si bien es ineludible el acatamiento que debe dársele al fallo del señor Juez Civil a que se ha hecho mérito, en cuanto a la expedición de patentes y en concreto a la que solicitó el señor Jiménez para establecer un hotel de tercera clase, tal obligación no interfiere, ni el fallo ha entrado a considerarlo, el deber que tiene el suscrito de bastantear en locales donde los negocios, principalmente hoteles, restaurantes y fondas, se establecen. Por consiguiente, teniendo el suscrito evidencia de que el local Unión Bar contraviene con los principios de moral y decencia, según se desprende del informe de la Comandancia de la Guardia Civil citado, y de otra comunicación del mismo departamento que se tramita en la Agencia Judicial de esta ciudad, considera conveniente modificar la expedición de la patente de hotel de tercera clase dada al señor Jiménez Jiménez, condicionándola a que dicho hotel lo establezca en otro local que no sea el Unión Bar, y que de antemano tenga la aprobación de las autoridades sanitarias y de esta oficina, en cuanto a conveniencias sociales”.
Discutido el caso, se acordó, por mayoría, declarar procedente el recurso. Los Magistrados Fernández Hernández, Bejarano y Fernández Porras, se fundaron en que no había rendido el señor Gobernador el informe de ley; y los Magistrados Elizondo, Baudrit, Ávila, Sánchez, Monge, Castillo y Trejos, en lo siguiente: conforme al artículo 10 de la “Ley de Amparo”, el trámite del recurso exige pedir informe al funcionario o empleado que se indique como autor del agravio, amenaza u omisión. En el caso presente, el señor Secretario de esta Corte cumplió tal exigencia legal, sin que el señor Gobernador de Puntarenas enviara el informe solicitado. En esas condiciones, el recurso debe acogerse en acatamiento de la siguiente regla contenida en el mencionado artículo 10: “Si el informe no fuere rendido dentro del término correspondiente, se declarará procedente el recurso sin más trámite”… Es verdad que el señor Gobernador envió los actuados que dieron origen al recurso, en cumplimiento de lo que manda el párrafo final del artículo 11 de la misma Ley de Amparo; pero eso no exculpa la ausencia del obligado informe, que por dos veces se le pidió, ni permite dejar de aplicar la terminante disposición antes copiada que, por lo demás, es similar a la contenida en el artículo 8° de la Ley de Hábeas Corpus; esta Ley, en el párrafo final del artículo 7°, previene también el envío del expediente respectivo en términos análogos a los del artículo 11 de la Ley de Amparo. Pero aun en el supuesto de que la remisión de los antecedentes justificara entrar a conocer el fondo del asunto, el recurso también sería de recibo. En efecto, la prohibición de explotar la patente de que se trata en el local del “Unión Bar” tiene por fundamento, en general, los mismos motivos que se invocaron para no extenderla; a pesar de ellos, y por las razones antes copiadas, el señor Juez Civil de Puntarenas revocó la respectiva decisión municipal, que encontró violatoria de los preceptos contenidos en los artículos 46 y 56 de la Constitución Política, y dispuso que se expidiera la patente para el “negocio Unión Bar”. La orden posterior y contraria del señor Gobernador incumple una resolución judicial, sin que haya prueba eficaz y recibida en forma que justifique tal proceder, sin duda violatoria de los citados preceptos de la Carta Política. Lo procedente hubiera sido, previa la tramitación que corresponda y la justificación formal de los hechos, ordenar la cancelación de la patente de que se trata, con las consecuencias legales del caso y por la autoridad competente; pero no es admisible la forma seguida para infirmar la aludida sentencia del señor Juez Civil de Puntarenas.
Los Magistrados Guardia, Ramírez, Valle, Cordero y Acosta declararon sin lugar el recurso, porque en lo relativo a la falta de informe, estiman que el artículo 10 de la Ley de Amparo, al referirse a la falta de ese documento, lo que prevé es la rebeldía de la autoridad a rendirlo, más—a su juicio—eso no ocurre en el caso, pues de las diligencias enviadas por el Gobernador aparecen en forma clara todos los antecedentes que dieron origen a la resolución que se impugna, debiendo tenerse los mismos como el informe de dicho funcionario. Por otra parte, conociendo del fondo, estiman que está suficientemente demostrado que el establecimiento “Unión Bar” es un centro donde se explota la prostitución y al cual llegan menores de edad viciosos y traficantes de drogas heroicas; y así mismo que la función de policía de velar porque se haga uso lícito de una patente, no desaparece porque se le haya otorgado al concesionario para explotarla en determinado establecimiento, pues si él llega a emplearla abusivamente en el lugar señalado para su explotación, las autoridades tienen facultad para negarle el derecho a continuar utilizándola en perjuicio de la moral y de las buenas costumbres.
